·····REGISTRO Nº·478 S········FOLIO Nº2785

··················EXPTE. Nº 143682

··················JUZG.CIV.COM.Nº1

En la ciudad de Mar del Plata, a los ·25·· días del mes de·octubre····  del  año  dos  mil   diez,   habiéndose practicado oportunamente en esta Sala Primera de la Cámara de Apelación Civil y Comercial el sorteo prescripto por el artículo 263 del Código Procesal Civil y  Comercial  de la Provincia, del cual resultó el siguiente orden  de  votación: 1º) Dr. Ramiro Rosales Cuello, 2º) Dr. Roberto José Loustaunau y 3º) Nélida Isabel  Zampini,  se reúnen los Señores Magistrados en Acuerdo ordinario a los efectos de dictar sentencia  en  los  autos "LEONE MARIA  PIA  Y  OTS.  C/ GONZALEZ HECTOR DAMIAN Y OTS.  S/ DAÑOS Y PERJUICIOS". Aceptada que fue la excusación  formulada  a  fs. 370 vta. por el señor Juez de Cámara, Dr. Alfredo Eduardo Méndez, a mérito de la causal invocada (arts. 17 inc. 9º, 30 y 32 CPr.). 

Instruidos los miembros del Tribunal, surgen de  autos  los siguientes

               A·N·T·E·C·E·D·E·N·T·E·S·:

········A fojas 305/318 dictó sentencia  definitiva  el Sr. Juez de Primera Instancia. A través de la misma hizo  lugar a la demanda de indemnización de daños y perjuicios promovida por JUAN MANUEL LEONE y MARIA PIA LEONE  contra  HECTOR DAMIAN GONZALEZ y BEATRIZ MARGARITA FORTUNATO, con motivo del accidente de tránsito base de la demanda, ocurrido en fecha 22 de febrero de 2004.-

········Condenó a los accionados, conjuntamente con  la citada  en garantía PARANA SOCIEDAD ANONIMA DE SEGUROS, a  abonar  a  los actores las siguientes sumas: a favor del Sr. JUAN MANUEL LEONE, la suma de $·6.636,75,  y  a favor  de  la  Sra.  MARIA  PIA  LEONE,  la   suma   de $·4.926,75. Todo ello con más los respectivos intereses y las costas causídicas.-

········Ambas  partes  litigantes  se alzaron contra el pronunciamiento, expresando diversos agravios en  torno a  los  rubros indemnizatorios fijados por el a quo y a los intereses estipulados. A fojas 320 y 322  dedujeron su  apelación los actores, y a fojas 324 hizo lo propio la parte demandada. Concedidos los recursos y  elevados los autos, expresaron sus agravios los actores a  fojas 384/387 (recibiendo respuesta de su contraria  a  fojas 398/400)  y  la  demandada  a fojas 373/379 (recibiendo respuesta  del  coactor  JUAN  MANUEL  LEONE  a   fojas 389/396).-

········A fojas 401 se llamaron autos para sentencia.-

En base a ello, los Señores Jueces resolvieron plantear y votar las siguientes

                 C·U·E·S·T·I·O·N·E·S·:

1ª) ¿Es justa la sentencia de fojas 305/318?

2ª) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA  PRIMERA  CUESTION  PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR RAMIRO ROSALES CUELLO DIJO:

········I.- Agravios  de la parte demandada relativos a los rubros "gastos de reparación" y "pérdida de  valor  venal".-

········Alega la accionada que de la causa no surge que los actores hubieran abonado los gastos  de  reparación que se mandó resarcir, y que tampoco se probó la autenticidad  de  los  presupuestos  adjuntados  a la causa. Afirma, asimismo, que el sentenciante no tuvo en cuenta que los actores enajenaron el automotor en el estado en que se encontraba, recibiendo un precio por el mismo, y que entre la supuesta reparación del vehículo y la pérdida de valor venal asignada al mismo, se arriba al valor  de  reventa de dicho automóvil en plaza. Concluyen en que resultó  excesiva  e  ilógica  la  indemnización acordada por estos rubros.-

········El  principio de reparación integral impone resarcir al accionante el total del menoscabo sufrido  en su patrimonio (art. 1069 Cód. Civil). En el supuesto de daños experimentados en una cosa -automotor- el daño se encuentra  configurado, y debe ser indemnizado, con independencia de que  las  reparaciones  necesarias  para volverlo  a  su estado anterior sean encaradas o no por el  damnificado. En tal sentido, se ha dicho que es obvio que el responsable debe indemnizar los daños  efectivamente  ocasionados al rodado aún cuando su dueño no los  hubiese hecho reparar, ya que esto último no puede constituir  un  requisito para la procedencia de la acción resarcitoria de un perjuicio cierto y  actual,  no interesando que la reparación del vehículo hubiese sido realizada con anterioridad o asumida por el propio damnificado,  atento  que el importe por el cual se admita el reclamo constituye siempre  la  expresión  monetaria del daño que se pretende reparar y que habrá de posibilitar que el damnificado se encuentre en el mismo estado en que se habría mantenido de no  haberse  producido el evento dañoso (TRIGO REPRESAS & COMPAGNUCCI DE CASO, Responsabilidad civil por  accidentes  de  automotores, Tomo 2, p. 338, Ed. Hammurabi, 2008).-

········De acuerdo con  ello,  mal  puede  implicar  un obstáculo para el reconocimiento de este rubro resarcitorio el hecho de que el actor no haya llevado  a  cabo las reparaciones (constatadas tanto en  su  procedencia como  en  su valor, de acuerdo con el dictamen pericial ponderado  por  el a quo y soslayado en la expresión de agravios de la demandada), sino que se haya desprendido del automotor vendiéndolo en las condiciones en que  se encontraba. Resultando ajena a la cuestión debatida  el mejor  o peor negocio que hubiera hecho en la concertación del precio de venta por su unidad siniestrada.-

········Y  lo mismo ha de predicarse en relación al rubro  pérdida de valor venal. Habiendo sido constatada y avaluada ésta de acuerdo con lo manifestado por el  perito interviniente en su experticia, ha quedado acreditada la existencia de este daño y  deriva  de  ella  la procedencia de su reparación (art. 1069 Cód. Civil).-

········Resta señalar, para finalizar, que  en  el  supuesto bajo tratamiento no se advierte margen de operatividad  para  la  ley  lacónicamente  invocada a fojas 374.-

········Por todo lo señalado, concluyo que los agravios analizados no resultan idóneos a  fin  de  conmover  la justeza de lo resuelto en la instancia de origen.-

········II.- Agravios de la parte actora relativos  al  rubro "privación de uso".-

········A) Los accionantes se agravian primeramente por considerar exiguo el monto acordado como reparación por la privación de uso del vehículo. Sostienen que  debieron  afrontar  mayores gastos de transporte que los correspondientes al tiempo que hubiera insumido la  reparación de su automóvil, puesto que carecían del  dinero necesario para llevar a cabo los arreglos. Reclaman que se acoja en su integridad el monto solicitado al demandar.-

········Entiendo que, contrariamente a lo  afirmado  en el escrito de expresión de agravios, los actores no han demostrado  el  presupuesto fáctico en el cual apoyaron su extraordinario reclamo; esto es, la imposibilidad de reparar  el  vehículo  por sus propios medios (art. 375 CPCC).-

········En  efecto,  aun de admitirse la posibilidad de considerar  resarcibles los gastos incurridos en medios alternativos  de  transporte durante un plazo que fuera más allá del estrictamente necesario para la reparación del vehículo, resultaba carga de los postulantes el demostrar que ésta no se pudo llevar a cabo por  carencia de  medios suficientes, tal como había sido afirmado al accionar,  y negado por la accionada en su contestación de demanda (arts. 330, 331, 354, 358, 375 CPCC).-

········Los actores alegan en  su  alzamiento  que  tal circunstancia fue acreditada mediante las testimoniales de los Sres. Cuschnir y Massacesi (v. fs. 385). Pero lo único  que surge de los autos en relación a los nombrados  es  la  ratificación de las actas obrantes a fojas 264  y 266 (fs. 296/297), elementos agregados en pos de un beneficio de litigar sin gastos a la  fecha  no  resuelto,  y que no podrían ser siquiera ponderados a título indiciario, al no haber recibido la necesaria sustanciación  que  aquella  incidencia -y el principio de bilateralidad  mismo- exige (art. 81 CPCC; art. 34 inc. 5º ap. c CPCC).-

········Por lo expuesto, considero que no existen motivos para dar cabida al agravio bajo análisis.-

········B) Se agravian también, en lo  que  respecta  a este rubro, de la fecha fijada por el a quo para el comienzo del cómputo de los respectivos intereses  (notificación  de la demanda). Alegan que con los recibos de remises  acompañados en autos se ha demostrado la fecha en que se produjeron las  erogaciones,  motivo  por  el cual  corresponde  aplicar  intereses  sobre las mismas desde aquel momento, el cual -conforme se observa a fojas 329/367- comienza a partir de la ocurrencia del accidente.-

········Entiendo que debió  resolverse  en  el  sentido pretendido por la parte apelante, mas no por los  argumentos que ésta expone.-

········El sentenciante de grado acordó una  indemnización por este rubro teniendo en cuenta el tiempo de indisponibilidad del vehículo  que  resultaba  resarcible por ser el necesario para reparar los daños  materiales producidos  en el mismo. Tomó como parámetro a los gastos acreditados con los recibos arrimados por los actores, pero lo hizo con el objeto de establecer un promedio  diario de erogaciones en transporte y de calcular, con tal base, el monto que  resulta  menester  afrontar durante el lapso que insume reparar el daño sufrido por el rodado.-

········Ahora  bien, sin perjuicio de que dichos gastos no llegaron a  desembolsarse  -porque  los  accionantes vendieron el rodado en el estado en que se encontraba-, el daño de la privación de uso resultó una consecuencia directa  del  hecho  objeto  de  litigio. Y teniendo en cuenta que la indisponibilidad de gozar del bien dañado fue  inmediata e invencible, puesto que -conforme surge en forma palmaria de autos- el automotor no  podía  ser utilizado  hasta tanto fueran efectuadas las reparaciones estructurales pertinentes  (v.  experticia  de  fs. 206/213 y fotografías glosadas a fs. 326/337), los  intereses por este rubro indemnizatorio deben ser  calculados desde la fecha misma del accidente (conf.  ZAVALA DE GONZALEZ, Daños a los automotores - 1, Ed.  Hammurabi, 1989, p. 240).-

········III.- Agravios de ambas partes en relación  al  resarcimiento acordado por "daño moral".-

········Tanto  actora como demandada se alzan contra el pronunciamiento de Primera Instancia en lo que respecta al  resarcimiento acordado a favor del coactor JUAN MANUEL  LEONE  por  "daño  moral",  fijado  en la suma de $·1.500.-

········El damnificado considera que el monto reconocido por el a quo resulta exiguo. Alega que no se  ponderaron  adecuadamente los "padecimientos sufridos por el actor con motivo del tremendo accidente que  redujo  su vehículo a la ruina". Reclama que se lo indemnice en el monto total peticionado por este rubro al demandar.-

········La  parte accionada considera llanamente que no se vio configurado daño moral alguno susceptible de ser resarcido,  alegando que el actor no sufrió ninguna incapacidad ni se ofreció pericia  médica  que  refiriese lesiones al respecto. Subsidiariamente, solicita que se reduzca el monto reconocido en la instancia de origen.-

········Entiendo pertinente partir de la base de que la inexistencia  de secuelas incapacitantes definitivas no implica descartar de plano la configuración de afecciones espirituales susceptibles de ser indemnizadas.-

········En forma análoga a lo que sucede  con  el  daño patrimonial, donde existe una  modificación  disvaliosa del  patrimonio,  en el daño moral hay una modificación del espíritu, en el desenvolvimiento de su capacidad de entender, querer o sentir, que se traduce en un modo de estar diferente de aquél en que se encontraba antes del hecho, que es consecuencia de éste y anímicamente  perjudicial (conf.  PIZARRO  & ROITMAN, El daño moral y la persona jurídica, Revista de Derecho Privado y  Comunitario, Nº 1, pág. 224).-

········Es menester señalar que la  cuantificación  del daño  moral, librada al arbitrio prudente de los jueces (arts.  165  y 384 CPCC), debe ponderar la entidad, alcances y repercusión de la lesión o  agravio  en  todas las esferas de la persona, comprensivo no sólo del  dolor, sino también de las aflicciones, angustias,  preocupaciones y pesares, a los que el dinero puede compensar en cierta medida, reemplazando -dice  Highton-  "en el patrimonio moral el valor que del mismo ha desaparecido" y como medio de "obtener contentamientos, goces y distracciones para restablecer  el  equilibrio  de  los bienes extrapatrimoniales" (C.N.Civ. Sala F. 12/3/2004, "García, Ramón A. c/ Campana, Anibal s/ Daños y perjuicios",  voto  Dra. Highton; esta Sala, causas "Giacoboni"; y nº 48073, 12.05.2005, "Zarza...").-

········En el presente expediente, conforme  lo  señaló el a quo, ha quedado acreditado con el informe pericial policial  agregado  a fojas 247/248 que el Sr. JUAN MANUEL  LEONE  sufrió, con motivo del accidente, diversas lesiones contusas y contuso-cortantes de carácter  leve que insumirían un período de curación  inferior  a  los treinta días. Contando con ello, la  sentencia  apelada dio  por demostrada la configuración de un padecimiento espiritual susceptible de ser indemnizado, considerando que durante dicho lapso se vieron afectadas la libertad individual y actividades que hacen a la vida  en  relación  del reclamante. Y lo señalado no ha sido siquiera considerado por la parte demandada en su  expresión  de agravios,  dejando  ayuno de argumentos a su embate recursivo (art. 260 CPCC).-

········Por su parte, en lo que respecta a  la  avaluación  del monto correspondiente a este rubro resarcitorio,  entiendo  que  tampoco existen motivos que puedan llevar  a modificar lo resuelto en la instancia de origen.-

········Los accionados no han expuesto argumento alguno que brinde concreto sustento a su pedido  de  disminuir el monto fijado en la instancia de origen.-

········Del otro lado, en lo que  respecta  al  agravio del  actor, comienza éste a fojas 386 introduciendo argumentos  relativos  a las circunstancias del accidente mismo que no habían sido  objeto  de  alegación  en  la instancia  de  origen (v. fs. 34 vta. a 35 vta.), y que por  ende  no pueden recibir tratamiento en la presente (art. 272 CPCC). Fuera de ello, pone el  acento  en  el malestar producido por la imposibilidad  de  participar en  las  competencias  de su equipo de rugby durante el tiempo que insumió su recuperación; resalta lo expresado en el informe contestado por el Club de la Unión del Sur y en las declaraciones de los  testigos  Naranjo  y Procopio.-

········Sin dejar de ponderar los elementos  señalados, analizando  las  actuaciones  no encuentro motivos para reconocer un resarcimiento mayor por este parcial.-

········El club en cuestión informó en cuanto a la trayectoria y rol del accionante en los cuadros deportivos de la institución, mas sin efectuar referencia alguna a los encuentros que pudieran haber tenido lugar  durante el  tiempo  que insumió la recuperación de LEONE (menos de treinta días, conforme dictamen  policial  de  fojas 247/248). Y en lo que respecta a las testimoniales, sólo es dable extraer de ellas declaraciones relativas  a las circunstancias del accidente, las cuales -cabe reiterarlo-  no fueron objeto de alegación y sustanciación en Primera Instancia, quedando por ello fuera del marco de competencia de esta Alzada (arts. 34 inc. 5º ap. c y 272 CPCC).-

········Por  todo  lo  expuesto, concluyo que no existe mérito para modificar lo resuelto por el a quo en relación al rubro resarcitorio sub examine.-

········IV.- Agravio de la parte demandada respecto de  la tasa de interés que se mandó liquidar.-

········Los accionados elevan en último lugar su  queja en  torno a la tasa de interés que se mandó aplicar sobre los montos resarcitorios reconocidos. Solicitan que se  aplique la tasa pasiva, y no la activa que estableció el a quo con base en precedentes de este Tribunal.-

········Tal  pretensión habrá de ser acogida, en virtud de lo decidido por el voto mayoritario de los integrantes de la Suprema  Corte  Provincial  mediante  Acuerdo 101774 en la causa "Ponce Manuel Lorenzo y otra c/ Sangalli  Orlando  Bautista y otros s/ Daños y perjuicios" (21/10/2009), ratificado en autos "Quadrana  Sergio  c/ Línea 54 Expreso Roca S.A. y otros s/ Daños  y  perjuicios", causa C. 100375 (25/11/2009).-

········Lo resuelto por la Suprema Corte, así  como  el deber  de  procurar  la  economía procesal, me llevan a abandonar la postura que venía sosteniendo hasta la fecha  en la materia. Por tal motivo, los intereses moratorios deberán liquidarse con arreglo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días (tasa pasiva), vigente al inicio de cada  uno  de  los  períodos  comprometidos,  y  por aquellos días que no alcancen a cubrir el lapso señalado,  el  cálculo  será  diario con igual tasa (art. 622 Cód. Civil; arts. 278 y 34 inc. 5º del CPCC).-

········ASI LO VOTO.-

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR  JUEZ  DOCTOR  ROBERTO JOSE LOUSTAUNAU DIJO:

········Me  permito  disentir con la opinión de mi distinguido colega preopinante.

········I: En cuanto al agravio de la  parte  demandada que el Sr. Juez que me ha precedido trata como relativo a los rubros "gastos de reparación" y "pérdida de valor venal" del vehículo que perteneció al actor,  considero que  le asiste razón al apelante pues la reparación del daño consiste en la reposición de las cosas a su estado anterior o -a opción del acreedor- en una indemnización en  dinero  (art.  1083 del Código Civil), pero en modo alguno  puede  constituir  un  título de lucro, o si se quiere de "ganancia" para el damnificado,  que  redunde en una interesante mejora a su estado patrimonial anterior al hecho dañoso. 

········A fs. 213 punto 7, el Sr. Perito ingeniero  mecánico informa que el valor de venta en plaza de un automotor de igual marca modelo y condiciones que el perteneciente  a los actores, "en muy buenas o buenas condiciones oscilaba entre $8.500 y $9.500", por lo que  - si  se  suprime hipotéticamente el siniestro - el valor del bien en el patrimonio del damnificado no pudo, y no puede, superar esa suma. 

········En la sentencia apelada se establece que el actor  tiene  derecho  a  la  cantidad de pesos siete mil ochocientos  veinticinco  con  cincuenta  centavos   ($ 7.825,50) por las reparaciones que no hizo (ver la sentencia que se confirma a fs. 312), con más la  suma  de pesos novecientos ($ 900) correspondientes a la  disminución del valor venal del auto ya arreglado y conforme la  pericia  (fs.  212  vta; sentencia a fs. 314 vta. y 315), lo que totaliza un monto de pesos ocho mil  setecientos   veinticinco   con   cincuenta   centavos   ($ 8.725,50),  que resulta confirmada en el voto precedente, sin tener en cuenta - en mi opinión -  que  a  este monto debe restársele la suma ($ 4.500  ver  boleto  de fs. 25) que obtuvo la actora por la venta del  vehículo en el estado en que quedó después del  siniestro,  esto es sin haber sido arreglado. 

········Al no tomar en cuenta el valor de la venta realizada por la actora de los restos del vehículo,  entre el  producido de esa venta y la indemnización que se le confirma,  la actora obtiene la suma de pesos trece mil doscientos  veinticinco  ($  8.725  +  900  + 4.500 = $ 13.225,50;),  cantidad que supera en $ 3.725,50, lo que hubiera obtenido -si el siniestro no hubiera  acaecido- por  el  mejor  precio posible de venta de su automotor "en muy buenas  o  buenas  condiciones",  conforme  nos ilustrara  oportunamente  el Sr. Perito ingeniero a fs. 213 punto 7.

········En  síntesis,  con el método de la sentencia de primera instancia, el siniestro  le  permite  al  actor incrementar  su  patrimonio  al  menos en $ 3.725,50, y hasta en $ 4.725,50, suma que excede  a  la  reparación plena del daño patrimonial emergente que sufrió. 

········Por ello, propongo que se haga lugar al agravio de  la  demandada y se descuente de las sumas otorgadas por los rubros "gastos de reparación" y "pérdida de valor  venal", la cantidad de pesos cuatro mil quinientos en que el auto siniestrado fue vendido, de  conformidad al boleto cuya copia agregó el propio actor a fs.25.

········II: En lo que atañe al tratamiento  y  decisión del agravio de la parte actora relativo al plazo computable de privación de uso (punto II. A del  primer  voto), debo decir que tampoco coincido con el razonamiento de mi distinguido colega, en tanto rechaza el  agravio  del  actor poniendo a su cargo la prueba de que no contaba con el dinero para realizar las reparaciones, y consecuentemente mantiene acotado el plazo de privación de  uso  al  estrictamente necesario para la reparación del auto.

········Se  trata,  en primer lugar y a mi modo de ver, de una afirmación del actor que  juzgo  irrelevante  en orden  a  las  consecuencias naturales de la mora en la obligación  de  reparar el daño causado, y - en segundo lugar - de la persistencia de un criterio  anterior  de este  Tribunal  (ver  citas  de la sentencia de primera instancia a fs.  315  vta.),  que  también  sostuvieron otros  tribunales  hace más de treinta años (JA 1976-I-36; ED 94-187) y que fuera modificado en los pronunciamientos habidos con posterioridad al año 2006, al menos en la Sala II que tuve el honor de integrar con el  Dr. Ricardo Monterisi.

········Puedo  sintetizar  las razones de mi disidencia del siguiente modo:

········a)  El criterio estricto considera que el plazo que  excede  el tiempo normal de las reparaciones no es debido por el dañador, porque el damnificado no ha adelantado el dinero de su bolsillo, considerando que "ese daño  mayor no sería consecuencia inmediata, ni mediata previsible del evento dañoso (arg.arts.903  y  904  del Código Civil), y por ende no es atribuible al autor del hecho"  (Zannoni, Eduardo A. "El daño en la responsabilidad civil" edit. Astrea p.274 y siguientes).

········Se trata de un particular análisis de la  relación causal en la doble finalidad que le es propia: por una parte las consecuencias excederían la extensión del resarcimiento legalmente admitida, y por  el  otro,  la prolongación del tiempo de privación  resultaría  atribuible a la conducta de la propia víctima,  que  no  ha sido diligente adelantando el dinero  para  la  reparación, y resultaría autor de ese daño, o al menos de  su agravación.

········Precisamente,  y  en  torno a la agravación del daño  por  parte del acreedor, se dice que "es un deber del damnificado contribuir con su conducta a que se limite, en cuanto sea posible, la magnitud del daño". Esta  exigencia iría más allá de la evitación de una conducta positiva que lo profundice, pues la víctima estaría  además obligada a "no omitir todo esfuerzo razonablemente exigible en orden a  evitar  la  prolongación, estaría obligado a no "quedarse", a no entregarse a una suerte de inercia fatalista frente  al  crecimiento  de las consecuencias dañosas" (Piaggio, Aníbal "Agravación del  daño  por el acreedor" en "Enciclopedia de la responsabilidad civil" edit. Abeledo-Perrot  tº  I  página 326, Bs.As. 1996).

········Bien señala Piaggio que "en el common  law,  en el que se prevé una intensa obligación del  perjudicado de  "volverse activo" para mitigar el daño (duty to mitigate),  el  límite  está marcado, sin embargo, por la reasonableness,  esto  es, la no exigibilidad de asumir altos riesgos o pérdidas sustanciales", que equivale en términos económicos a la hipótesis en la cual el  beneficio  previsto como resultado de los esfuerzos dirigidos a mitigar el daño sea superior a los costos previstos" (autor y ob. citada página 330). 

········He remarcado las palabras que califican la conducta omitida como "razonablemente exigible"  hacia  el acreedor, pues no me parece que sea "razonable"requerir al acreedor de la reparación, víctima,  damnificado,  o como quiera llamárselo, que además de haber sido dañado en su patrimonio por la destrucción o deterioro  de  un bien  que lo integra, sufra otro daño sacando dinero de su patrimonio, adelantando las sumas necesarias para la reparación de su vehículo para evitarle males mayores a su  deudor,  dañador en mora, y luego de varios años de pleito lo  recupere  visiblemente  empobrecido  por  la aplicación a ese capital de la ínfima tasa pasiva,  que corresponde  a esos casos conforme la generosa doctrina de nuestro más alto Tribunal provincial.

········b)  Entiendo que una cosa es el "deber" de evitar  la  agravación del daño, y otra muy distinta - y a mi juicio carente de fundamento - es convertir ese "deber" en una "obligación", en un "deber jurídico calificado por la exigibilidad del vínculo, en una prestación o conducta obligatoria de "salvataje",  cuyo  incumplimiento permitiría deslindar una parte del lapso de privación y atribuírselo a la víctima, y  que  ésta,  para poder reclamar debería probar -además- que  se  hallaba imposibilitada de adelantar el dinero.

········Ni  el régimen legal de las consecuencias de la mora,  ni el de los ilícitos que no son delitos que alcanzan a las consecuencias mediatas previsibles, ni  el sistema legal de determinación de la autoría y  responsabilidad, permiten a mi juicio, tales conclusiones.

········Hay consenso general en doctrina y jurisprudencia respecto a que el dañador se encuentra en  mora  en la obligación de reparar desde que se produce cada daño (Plenario de la Cámara Nacional Civil "Gómez c.  Empresa" LL 93-667), y entre las consecuencias de la mora se encuentra  la  de  hacer frente a los daños e intereses que su morosidad cause al acreedor (art.508 Cód.Civil), cuenta resarcitoria ésta que puede llegar hasta abarcar los costos derivados de hechos extraordinarios,  inevitables o imprevisibles que generen dificultad o imposibilidad de cumplir (arts.513, 1198 Cód.Civil).

········¿Cuál es el fundamento legal para trasladar entonces parte de las consecuencias de la mora a la  víctima?  ¿Cuál es la razón para crearle una obligación de adelantar el dinero para la reparación y si no lo hace, exigirle la prueba de que su situación económica lo hizo? "imposible"?. Se ha dicho que el fundamento está en el principio de buena fe (Piaggio ob. cit. con cita  de la doctrina italiana, Zavala de González, Matilde  "Daños a los automotores" p.107 aunque esta autora sostiene que la medida de toda carga es la posibilidad de satisfacerla y que deben analizarse las circunstancias de cada caso p.111 ob.cit).

········Además de que la mala fe no  se  presume,  sino que  la  presunción rige para la buena fe (arg.art.4008 Cód.Civil), exigirle la prueba de que carece de  dinero para  adelantar  lo  que  le  es debido por el dañador, implica  invertir  no  sólo el sistema de presunciones, sino  el  relativo  a las consecuencias de la mora como capítulo de la responsabilidad civil.

········Una muestra del error del sistema propuesto  es este caso, pues no parece que haya obrado con mala fe o que se hubiera abandonado a la "inercia fatalista frente  al crecimiento de las consecuencias dañosas", quien ante un costo de reparación del vehículo equivalente al 87% de su valor en plaza, resolvió ponerlo a la venta y logró venderlo en el estado en que estaba dentro de los seis meses de producido el siniestro. 

········Si  se  cuenta  que estuvo un mes dedicado a la curación de las heridas  provocadas  por  el  accidente (fs.247), que obtuvo los presupuestos de arreglo, y que en la difícil plaza de comienzos de 2004 tardó nada más que  seis  meses en vender un auto chocado, en el grado que  muestran las fotos de fs. 326 y siguientes, me parece  que el actor ha sido sumamente diligente y que ha tenido suerte en poder vender los restos  de  su  auto, ahorrándole dinero al demandado y a la citada en garantía.

········Pero,  además, retacear la privación de uso por la falta de adelantamiento del capital  necesario  para los arreglos, no sólo importa un traslado de las consecuencias de la mora "contra legem", sino que  -  utilizando la comparación que hace Zannoni-  implicaría  que para guardar la coherencia cuando un acreedor de  sumas de dinero venga a este Tribunal  a  reclamar  intereses sólo habría que reconocérselos hasta que el mismo acreedor pueda suplir el capital que su deudor no  le  paga (autor  y ob. cit. página 275). Como bien dice este último autor  "nos  parece que colocar a la víctima en la necesidad de anticipar ella los costos  de  reparación  cuando, precisamente, esos costos son debidos  por  el  responsable, es invertir los términos  del  planteo  y  desnaturalizar los principios en que se asienta la responsabilidad civil".

········Por ello propongo hacer lugar al agravio de  la actora  y extender el plazo computable para el daño por privación  a todo el período corrido desde el siniestro hasta la fecha de venta del automotor, debiendo  liquidarse  su monto conforme el valor diario establecido en el tercer párrafo de fs.314 para cada uno de los damnificados actores.

········III: Mi última discrepancia se limita a las bases para cuantificar el daño moral y al monto  admitido por el rubro.

········En mi opinión y además de las pautas particulares del caso que se han tomado en cuenta, no cabe  fundar  la  cuantificación  del daño moral en el "prudente arbitrio  de  los jueces", pues ha de intentarse acotar tal arbitrio lo más posible para evitar la involuntaria arbitrariedad que ante casos y daños similares admite y otorga indemnizaciones dispares.

········De allí que en reiteradas ocasiones, la sala II de esta Cámara haya dicho que a los fines de contribuir a la seguridad jurídica, deben considerarse los antecedentes de situaciones similares para  valorar  mediante un intento de tarifación judicial iuris tantum. 

········En la actualidad tiene mayor aplicación la tendencia que obliga a indicar, en la sentencia, las  pautas objetivas que permitieron arribar a la suma de condena (Zavala de González, Matilde "Resarcimiento de Daños" tº 5 a: "Cuanto por daño moral", página 80  y  siguientes;  Editorial  Hammurabi,  Bs.  As. 2005). En el mismo  sentido, Carlos Viramonte y Ramón Daniel Pizarro ("Cuantificación  de la indemnización por daño moral en la jurisprudencia actual de la sala civil  y  comercial del  Tribunal  Superior de Justicia de Córdoba: el caso L. Q." en La Ley Córdoba 2007, Junio  página  465)  recuerdan que la "Corte Suprema de Justicia de la  Nación ha insistido desde hace mucho tiempo en la necesidad de que los jueces fundamenten sus decisorios y brinden argumentos suficientes a tenor los cuales  determinen  el monto indemnizatorio". Ha dicho en tal sentido que "para la determinación del resarcimiento, las normas aplicables confieran a la prudencia de los  magistrados  un significativo cometido, no los autoriza a prescindir de uno  de los requisitos de validez de los actos judiciales, cual es la fundamentación (CS, 4/10/94,JA,1995-II-19). 

········Para valorar el daño moral producido en el caso de  autos  resulta aconsejable, a mi modo de ver, tomar en  cuenta  las  evaluaciones realizadas en situaciones similares, al modo recomendado por Peyrano. Este  autor propicia  una suerte de "tarifación judicial indicativa del  daño  moral", pudiendo el magistrado interviniente aumentar o disminuir el monto indemnizatorio que  sería la  consecuencia de la aplicación automática de aquélla en  razón  de  la  particularidades del caso" (Peyrano, Jorge  W. "De la tarifación judicial 'iuris tantum' del daño moral", JA, 1993-I-877; CCiv. Com., Rosario,  sala 4,  10/12/92,  "García,  Jorge c. Club Remeros Alberdi" JA, 1993-I-611, con nota aprobatoria de Vázquez Ferreyra, "La cuantía de la indemnización del daño moral: Estimación tarifaria iuris tantum", JA, 1993-I-621. citados por Viramonte y Pizarro ob.cit.)

········"El carácter indicativo del sistema propuesto - dicen Viramonte y Pizarro - no debe olvidarse: los jueces disponen de un estándar - jurisprudencial - de montos indemnizatorios para el daño moral producido por la lesión  a las distintas categorías de derechos pero los magistrados  pueden  -  y deben -, fundándolo, fijar un monto mayor o menor que el  establecido  como  estándar por  los precedentes jurisprudenciales para un daño moral similar o  análogo,  cuando  las  circunstancias  y pruebas particulares de la causa así lo justifiquen". 

········Teniendo  en  cuenta  lo  que se ha otorgado en concepto  de daño moral en casos similares es necesario concluir que la reparación fijada es ínfima teniendo en cuenta  el plazo de curación de las contusiones y heridas  del accidente establecido a fs.247, y no satisface el crédito por indemnización del daño moral, y que debe elevarse a la suma de pesos tres mil  reclamada  en  la demanda.

········ASI LO VOTO. 

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA JUEZ DOCTORA  NELIDA ISABEL  ZAMPINI  ADHIERE A LOS FUNDAMENTOS DADOS POR EL DOCTOR RAMIRO ROSALES CUELLO.

A LA  SEGUNDA  CUESTION  PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR RAMIRO ROSALES CUELLO DIJO:

········Corresponde  modificar  la sentencia apelada en los siguientes términos: a) disponiendo que los intereses correspondientes al rubro  resarcitorio  "privación de  uso"  sean  calculados desde la fecha misma de ocurrencia del accidente objeto de autos; b) mandando calcular todos los intereses sobre montos de condena según la tasa de interés que pague el Banco Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a 30 días, vigente al inicio de cada uno de los períodos comprometidos.-

········El fallo deberá ser confirmado en los restantes puntos de agravio.-

········En atención al modo en que se resuelve respecto de los distintos puntos de  alzamiento  y  teniendo  en cuenta  el cambio jurisprudencial verificado en materia de tasas de interés aplicables, propongo que las costas de  Alzada sean soportadas según el orden causado (art. 71 CPCC).-

········ASI LO VOTO.-

LOS SEÑORES  JUECES  DOCTORES ROBERTO JOSE LOUSTAUNAU Y NELIDA ISABEL ZAMPINI VOTARON EN IGUAL SENTIDO  Y  POR  LOS MISMOS FUNDAMENTOS.

········Por ello, en virtud de las conclusiones obtenidas  en  el  Acuerdo que antecede y sus fundamentos, se dicta la siguiente

················S E N T E N C I A :

········I.) Modifícase la sentencia de fojas 305/318 en lo  siguiente:  a)  estableciendo que los intereses correspondientes al rubro resarcitorio "privación de uso" serán calculados desde la fecha misma de ocurrencia del accidente objeto de autos; b) mandando  calcular  todos los intereses  sobre montos de condena según la tasa de interés que pague el Banco Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a 30 días, vigente al inicio de cada  uno de  los períodos comprometidos. Confírmase la sentencia en los restante puntos de agravio (art. 267 CPCC). II.) Se  imponen las costas de Alzada según el orden causado (art.  71 CPCC). III.) Difiérese la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (art. 31 decr. ley 8.904/77).  NOTIFIQUESE  personalmente o por cédula (art. 135 CPCC). DEVUELVASE.-

NELIDA ISABEL ZAMPINI

································ROBERTO JOSE LOUSTAUNAU

RAMIRO ROSALES CUELLO

····················JOSE GUTIERREZ

······················Secretario

